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ANÁLISIS SEMIÓTICO DEL PROCESO PENAL COLOMBIANO. 
UN EJERCICIO APLICADO DESDE LA TRANSVALORACIÓN 
Y LA NEGACIÓN
A partir del 1 de enero de 2005 empezó en Colombia la implementación de lo que 
se ha denominado sistema acusatorio. Tal modificación, que tuvo su primera ex-
presión normativa en el Acto Legislativo 03 de 2002, apareció como alternativa 
frente a las disfunciones expresadas en el precedente Código de Procedimiento 
Penal (Ley 600 de 2000), tributaria del Decreto 2700 de 1991 y, en general, de 
los códigos procesales de tendencia napoleónica, que regularon el procesamiento 
penal durante la los siglos XIX y XX.
La modificación implicaba un cambio significativo de más de dos siglos de 
producción normativa, jurisprudencial, doctrinaria y, ante todo, de prácticas judi-
ciales consolidadas que, al interiorizarse por repetitividad, procuraron una cierta 
forma de pensar, vivir, sentir y proyectar el proceso penal (Moya, 2015).
De acuerdo con las explicaciones suscitadas sobre la reforma constitucional 
que trajo el sistema acusatorio a nuestra justicia penal, se dice que el propósito es 
superar las deficiencias del sistema anterior. Al indagar por dichas deficiencias, 
abundan las respuestas que señalan la impunidad, la mora judicial, los poderes 
exorbitantes de los fiscales y los inconvenientes de mantener una mixtura de dos 
tendencias procesales, por citar las más frecuentes.
Esas características de nuestra justicia son incontestables. Sin embargo, ¿son 
efecto del sistema procesal que hoy rige y que pronto sucumbirá o existen causas 
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que nada tienen que ver con el tipo de sistema y se entreveraron con este? Lo 
cierto es que no existen estudios que hayan medido los efectos verdaderos del 
sistema sobre las falencias de nuestra justicia penal. Apenas se han procurado 
aproximaciones por parte del Consejo Superior de la Judicatura en relación con 
la impunidad judicial y dejan a un lado la impunidad material o social.
Pues bien, cambiamos el sistema para mejorar el predecesor y nos estamos 
moviendo en esa dirección, pero no podemos desatender que no averiguamos el 
porqué. De ahí que las previsiones en torno a optimizar la administración de jus-
ticia, vía sistema acusatorio, son aleatorias. 
Basta detenernos a pensar si, por ejemplo, el factor que más degeneró en fa-
llas judiciales fue la sobrecarga laboral de jueces y fiscales. Esto habría sido bas-
tante fácil de establecer, si se tienen en cuenta circunstancias reales y medibles, 
como que mientras hay fiscales con cargas laborales que superan cuatrocientos 
procesos, otros no van más allá de veinte. Así, nunca se determinó si el sistema 
era funcional en la Unidad de Fiscales Delegados ante la Corte Suprema, que no 
tiene la sobrecarga de los fiscales locales. Menos se intentó disminuir la carga de 
estos últimos o dotarlos con las herramientas mínimas necesarias para desarrollar 
su labor y verificar si mejoraban su rendimiento. Tampoco se midieron la calidad 
de las decisiones y sus efectos materiales, es decir, cuántas sentencias condena-
torias fueron revocadas o casadas, cuántas ejecutadas, etcétera, para saber si el 
sistema sirvió o no en los casos que llegaron a pronunciamiento de fondo.
Por otra parte, un cambio de método no implica que los índices de impunidad 
se modifiquen, pues por ello no va a haber más o menos delitos. Los fiscales y 
los jueces tampoco van a poder resolver un mayor número de casos. Puede que 
las causas penales tarden menos ―y eso está muy bien―, pero habrá que ver si 
la congestión de los fiscales de hoy se reinstala en los jueces de garantías, con lo 
cual no habremos ganado mayor cosa.
A quienes sostienen que para dar paso al nuevo sistema hay que crear la “cul-
tura de la oralidad”, conviene recordarles que una cultura es un sistema de creen-
cias que contribuye a la configuración de una forma de vida y, en consecuencia, 
a la cohesión de sus practicantes. Así que las culturas no son obra de laboratorio, 
máquinas de producción o cursillos veloces, sino el arte de ajustar un modo de ser 
durante siglos. Lo que sí se puede es fomentar un aspecto de la cultura que bien 
puede estar articulado con la oralidad ―cosa bien distinta―, aunque tampoco se 






estudiaron las prácticas de la cultura colombiana que pudieran provocar actitudes 
más condescendientes con la oralidad.
Tanto más crítico este aspecto cuanto echamos de menos en las comisiones 
redactoras a los antropólogos, sociólogos, comunicadores, psicólogos sociales 
y demás profesionales cuya sabiduría ilumina las oscuridades connaturales a la 
formación de los doctores de la ley. Su ausencia permite prever la ligereza de los 
contenidos sustantivos del nuevo sistema y su distancia de la sociedad, receptora 
final de la modificación. Al respecto, basta considerar nuestra experiencia juris-
diccional en materia laboral.
Es la más trascendental reforma que afectaba el sistema penal en Colombia. 
A partir de ella se suscitó una suerte de expectativas. En efecto, las prácticas del 
proceso penal napoleónico resultaban disfuncionales: por un lado, los procesos 
eran bastante costosos y, por otro, demorados. Lo que es más lamentable, tenían 
la posibilidad legal de error judicial acentuada, en tanto la estructura del proceso 
permitía que una persona procesada viviera en detención efectiva el tiempo de la 
pena y que, sin embargo, resultara absuelto. La elongación inusitada del proceso 
ocasionaba otro tipo de absurdos legales, por ejemplo, que tras la audiencia de 
juicio oral, los jueces tardaran más de un año en emitir la sentencia o que, en 
apelación, los expedientes llevaran más de un año a la espera de una decisión. 
Todas estas expresiones de disfunción apenas pueden expresarse sobre la base 
de la experiencia personal de abogados que vivenciaron en condición de jueces, 
fiscales, litigantes privados, defensores públicos o agentes del Ministerio Público, 
pues jamás se desataron las investigaciones pertinentes a fin de señalar las causas 
de tales disfunciones. Lo cierto es que se cambió el esquema procesal en busca de 
unos resultados concretos, sin saber qué fue lo que provocó la creciente vorágine 
de iniquidades y malos entendidos resueltos en contra de la justicia deseada me-
diante el proceso penal.
Esta no fue solo una modificación legislativa que alteraba el ritmo procesal. 
De repente, el país se encontró asistiendo a una forma de procesamiento penal 
que no conocía más que en sus generalidades, sin advertir que ella implicó re-
pensar el proceso de una forma tan distinta, que ni siquiera imaginaba las impli-
caciones que contenía y que debía asumir en la inmediatez. La evidencia surgida 
de lo que ha ocurrido desde que se empezó la implementación a la fecha demues-
tra que el proceso de interiorización aún no concluye y que las resistencias son 
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preocupantes en todos los ámbitos y respecto a todos los intervinientes, al punto 
de que en aspectos cruciales se ha retornado a prácticas propias de lo que se pro-
puso superar, por ejemplo, las pruebas de oficio.
Uno de los aspectos más críticos en su reconversión está constituido por 
el nuevo régimen de producción de la verdad judicial. Profundamente distinto, 
cuando no contrario, a lo que el país estaba acostumbrado, el nuevo régimen 
atiende a criterios tan diferentes como la constitución de la verdad dentro del 
pensar kantiano y el pensar hegeliano (Moya, 2012).
La única versión de la verdad judicial no es la llamada “verdad real”, kantia-
na y aristotélica; es una versión a la que nos acostumbró el régimen napoleónico 
practicado durante el tiempo de vida republicana del país.
Al otro extremo se ofrece un modelo en el que la verdad es aquella que se 
constituye en el proceso, conforme al juego judicial. Este modelo es el que fun-
damenta la producción de la verdad en el nuevo esquema de procesamiento penal 
y que el país no ha logrado comprender.
Con frecuencia, el analista del Derecho pierde su objetivo primordial. Así, 
el conocimiento jurídico es empleado al servicio de veleidades fatuas o como 
actividad lúdica que se agota en sí misma. El conocimiento que sirve a intereses 
inconsultos de la sociedad no es otra cosa que desarraigo de su esencia, de su 
eidos impersonal y benemérito, que es servir de herramienta de felicidad, de ha-
llazgo y sostenibilidad de condiciones que permiten el desarrollo armónico de los 
individuos complacidos en la paz compartida de un acontecer inocente y ajeno a 
propósitos mezquinos.
Al cabo, pensar las instituciones jurídicas desde las lejanías de la vanidad 
individual o en las de un ascetismo sincrético y afín a un estado de soledad aso-
cial termina siendo ridículo, por su contradicción estéril. Reconducirse hacia su 
verdadero propósito puede ser tan pretensioso como necesario, pues contribuye a 
reencontrar un valor de generación de la riqueza que compromete la tranquilidad 
en la consolidación de métodos compartidos.
Asistimos a una historia que registra un distanciamiento sustancial entre la 
sociedad y sus instituciones jurídicas, pues los productores del saber jurídico se 
han desentendido de procurar comprender el tipo de sociedad que hará algo con 
ellas. No se han interesado en establecer si lo que le ofrecen es lo que quiere y 
necesita, si la forma como le son presentadas consulta las formas de comprensión 






que suele emplear, en fin, si esas instituciones son adecuadas a una agrupación 
de personas que tiene formas específicas de soñar, trabajar y hacer lo mejor que 
pueden.
Como una manifestación de rebeldía frente a esa tendencia, surge la propues-
ta de volverse sobre lo que se ha ignorado para repensar el Derecho, validos de 
una herramienta que, quiérase o no, fuerza a volver la mirada sobre lo que nunca 
ha debido ser ignorado: las personas.
La sociedad colombiana ha sido sujeto y objeto de negación, entendida esta 
como la manera más lamentable de excluir el diálogo como forma de ser y ejer-
cicio vívido del espíritu. El diálogo, que no es apenas un hablar, sino una práctica 
compleja que involucra como condición esencial la voluntad de permitir a la 
consciencia la invasión del pensamiento del otro, demanda encontrar en esta un 
ser igual, valioso e imprescindible, que merece la atención y el silencio que el 
esfuerzo de comprensión amable reclama.
Si no se quiere dialogar, el otro no importa, es sustituible y cualquier acto de 
voluntad puede eliminarlo. Las formas de justicia autocompositiva se ofrecen a 
la orden del día, según pueda sujetarse la voluntad de alguien más. Anomia, lo 
llamaría un sociólogo. ¿Cómo sorprenderse sin sonrojarse por la existencia y 
eficacia de grupos autojusticieros, cuando la autocomposición forma parte de los 
modos de ser permanentes de los individuos? 
La negación de las sociedades al imponerles instituciones inconsultas de su 
sentido de justicia genera negaciones mayores. Sin duda, cuando la justicia penal 
corre paralela a las necesidades y expectativas, se abren mayores opciones a las 
prácticas de justicia autocompositiva. 
Ahora, por qué sucede esto en Colombia es algo sin resolver. Aun cuando 
la sospecha intuida sugiere que la academia tiene su propia responsabilidad, al 
adoptar una posición de élite entendida de la peor forma, es decir, cuanto más 
valiosa, menos considera en sus cimientos a la sociedad a la cual debería prestar 
todos sus servicios. Paradoja que parece burla; sin embargo, ha sido también una 
característica de las interacciones sociales que establecemos. 
La transvaloración se ofrece con el propósito de verificar la forma como la 
sociedad experimenta el ejercicio y la práctica de las instituciones jurídicas, lo 
que hace con ellas, lo que sueña con ellas y lo que no quiere de ellas. No se trata 
de una mirada neutra de preconceptos; al contrario, reclama como condición de 
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partida verificar las estructuras sociales en su constitución sistémica. Como evi-
denció su aplicación en el espacio judicial penal colombiano, la posibilidad de un 
análisis que parta de la transvaloración compromete establecer que la sociedad 
construye la verdad en el espacio judicial. Si se quiere abarcar también el campo 
jurídico penal, entonces deberá definirse cómo experimenta la función punitiva, 
su experiencia remota, actual y futura del castigo.
En suma, la transvaloración es una categoría de análisis que, aplicada al 
Derecho, permite subtender la sociedad con sus instituciones jurídicas. 
Por su parte, la negación permite identificar lo que se encuentra silenciado. Es 
importante, puesto que la Semiótica de la Justicia considera tan trascendentales 
las verdades como las mentiras de una sociedad, lo que se dice y se calla acerca 
de lo que debe ser y no ser (Moya, 2010).
Si tomamos una institución “importada” como es el proceso penal de ten-
dencia acusatoria y adversarial, lo primero que surge al ser escrutado con fun-
damento en la transvaloración y la negación es que nuestra sociedad, incluso la 
especializada en Derecho Penal, no fue escuchada; luego, la institución le fue 
impuesta. Los mismos creadores de la versión criolla de la institución partieron 
de presupuestos de transvaloración como una sentida desconfianza hacia otras 
instituciones, que quisieron sortear por medio del llamado proceso acusatorio.
En consecuencia, la tendencia indica que la sociedad procura revaluar la ins-
titución, al hacerle decir algo para lo cual no fue creada. Lo que asoma es que 
dentro del esquema de la Ley 906 de 2004 anidan prácticas correspondientes a un 
modelo procesal de estirpe inquisitorial.
No por haber audiencias públicas, orales y concentradas hay o debe haber 
operatividad de los principios acusatorio y adversarial; de hecho, nuestra socie-
dad demuestra que se puede ser inquisitorial en ejercicio del tipo de audiencias de 
las cuales se precian los esquemas acusatorios. 
Si además estimamos la formalización del proceso ―dada su trascendencia, 
pues de ella depende el que una persona pueda o no defenderse― los orígenes de 
la Ley 906 evidencian una crisis que intentó resolverse propiciando otra crisis.
La relevancia de desentrañar el propósito legislativo tiene explicación en 
identificar los límites de extensionalidad con los que se idearon las disposiciones, 
es decir, qué fue lo que se pretendió con la norma y hasta dónde quiso llegarse. 
Tal enunciación no es un postulado traído de la Semiótica del Derecho, sino un 






principio informado legalmente, en nuestro caso, desde hace mucho más de un 
siglo.
El Artículo 27 del Capítulo IV, sobre interpretación de la ley, contenido en el 
título preliminar del Código Civil o Ley 57 de 1887, previó que:
Cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de 
consultar su espíritu. Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la 
ley, recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la 
historia fidedigna de su establecimiento (cursivas propias).
Se trata, nada más y nada menos, que de un criterio de interpretación prin-
cipal, pues a él se tiene que recurrir siempre como si se tratara de un criterio 
auxiliar.
La pretensión legislativa expuesta en la historia de la Ley 906 de 2004 nos 
informa que la formalización de la investigación generalizada y previa a la acu-
sación se introdujo en la Ley como método para desatar el ejercicio del derecho 
de defensa.
Se adujo que el mismo derecho no puede fraccionarse ―así que no pue-
de haber instantes investigativos sin defensa― y que la formalización se opera 
mediante la formulación de imputación en audiencia ante el juez de control de 
garantías.
Esto llevó a la conclusión original de que debe formalizarse desde un prin-
cipio, porque es la única forma de cumplir el propósito con que se introdujo la 
formalización en los términos expuestos. Como lo advirtieron los partidarios de 
la formalización excepcional, esto cuestiona la pureza del enjuiciamiento conce-
bido y lo arriesga a contradicciones importantes.
A su vez, los partidarios de la posición que se impuso por mayoría admitieron 
que era así, pero que el enjuiciamiento debía adecuarse o modularse conforme a 
los principios constitucionales y que el principio constitucional de la integridad 
del derecho de defensa durante la investigación, contenido en el Artículo 29, re-
clamaba que el enjuiciamiento colombiano, acusatorio o no acusatorio, tuviera 
una investigación integralmente defendida. 
En consecuencia, la formalización en el régimen de la Ley 906 de 2004 es 
prerrequisito de legalidad del proceso para cualquier etapa subsiguiente.
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Cuando se decidieron a aprobar la formalización generalizada y previa a la 
acusación, los miembros de la Comisión Redactora Constitucional (CRC) no re-
tomaron las disposiciones adoptadas, las cuales correspondían a una propuesta 
original con formalización excepcional, fiel al enjuiciamiento acusatorio y ad-
versarial. Como resultado, la Ley 906 es un entramado contradictorio de normas 
apropiadas para un procedimiento con y sin formalización.
Una lectura poco informada acerca de la historia de la Ley permite arribar a 
conclusiones lógicas: no siempre debe haber formalización, se puede formalizar 
en formas diversas de la formulación de imputación, debe haber derecho de de-
fensa excepcional previo a la diligencia de imputación y muchas otras más que 
pueden alcanzarse de muy buena fe, pero son ajenas a la historia fidedigna de la 
Ley 906 de 2004. Más que ajenas, contrarias (Moya, 2012).
De acuerdo con la real historia legislativa, la formalización por medio de la 
formulación de la imputación es una garantía para el procesado y un requisito 
de legalidad del procedimiento, porque a partir de ella se realiza el presupuesto 
del Artículo 29 de la Constitución. Es la forma como opera o se hace posible el 
ejercicio efectivo de un derecho fundamental como la defensa.
Sin embargo, hemos encontrado decisiones de la Corte Constitucional que, 
aun cuando se basan en presupuestos compatibles con los de la posición mayori-
taria de la CRC, alcanzan las conclusiones de la posición derrotada. Ello es fruto 
de adoptar decisiones que, al menos en su obiter dicta, no consultan la historia de 
la ley cuya constitucionalidad dice haber guardado.
La carencia de un discurso coherente, que debe partir de los presupuestos 
argumentativos del creador de la Ley, dificulta entender las normas y precipita 
reformas legislativas sin el control y el debate prescrito por el Acto Legislativo 3 
de 2002 y arriesga aún más la integridad del enjuiciamiento.
Lo cierto es que se debe defender la interpretación original, que imprime 
prevalencia al derecho de defensa sobre los principios acusatorio y adversarial. 
La misma huella se descubre a propósito del llamado principio de congruen-
cia, pues no es difícil advertir que su uso y práctica han generado el retorno a un 
modelo típicamente inquisitorial (Moya, 2012).
 
